BOLETÍN N° 978-01
INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas especiales para la enajenación de los bienes comunes provenientes de la reforma agraria.
___________________________________
HONORABLE SENADO:
En conformidad con lo acordado por los Comités de la Corporación el 14 de diciembre de 1993, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, el cual ha sido estudiado, previamente, por las HH. Comisiones de Agricultura y de Hacienda.
En la primera sesión en que se debatió la iniciativa se contó con la colaboración del señor Ministro de Justicia de la época, don Francisco Cumplido Cereceda, y en la segunda de ellas, del Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, don Rodrigo Quintana Meléndez y del señor Eduardo Carrillo Tomic, asesor jurídico de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias del Ministerio de Agricultura.
Se deja constancia, que antes de comenzar el debate del proyecto, los HH. Senadores señores Diez y Zaldívar, don Adolfo, hicieron presente que, por ser el primero de ellos y la cónyuge del segundo, propietarios de parcelas derivadas del proceso de reforma agraria, preferían declararse impedidos y no participar en el debate ni en la votación, en los términos que establece el artículo 8o del Reglamento del Senado, aún cuando pudiere sostenerse que están comprendidos en la excepción que contempla la misma norma, debido a que se tratarla de asuntos de índole general.
Por lo antedicho, las votaciones que se señalan en cada oportunidad -todas ellas unánimes-corresponden solamente a los sufragios de los demás HH. señores Senadores asistentes a las sesiones. Cabe hacer presente que, en la segunda sesión dedicada al estudio de este proyecto, la Comisión, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Sule, convino en revisar y afinar los acuerdos adoptados en la sesión siguiente, durante la cual .fueron introducidos diversos ajustes por los HH. Senadores señores Fernández, Martin y Otero. Todo ello, en la forma que se consigna al reseñar la discusión particular.
Os hacemos también presente que, a juicio de vuestra Comisión, el proyecto no contiene normas que requieran un quórum especial para su aprobación.
DISCUSIÓN GENERAL
El proyecto de ley, que consta de nueve artículos, en lo sustancial pretende estatuir un procedimiento menos engorroso que la concurrencia de todos los comuneros para la enajenación de los actuales bienes comunes comprendidos dentro de la asignación individual de predios provenientes de la reforma agraria, a fin de reintegrarlos a procesos productivos u otros objetos de real beneficio social.
Los fundamentos de esta iniciativa han sido expuestos en detalle en el informe de la H. Comisión de Agricultura, y en el de la H. Comisión de Hacienda, en lo que respecta al artículo 9o, por lo que nos remitimos a ellos sobre el particular.
En lo que atañe a esta Comisión, cabe recordar que el aludido acuerdo de Comités de fecha 14 de diciembre de 1993 -del cual se dio cuenta a la Sala el mismo día-, en el sentido de enviarnos esta iniciativa para informe, tuvo su origen en una sugerencia de la H. Senadora señora Feliú, quien hizo saber que le merecía diversas inquietudes de orden jurídico, como consecuencia de que sus disposiciones hacen excepción a una serie de preceptos de carácter general. Una de las dudas que la H. señora Senadora mencionó, a título ejemplar, se refería a determinar si el procedimiento de enajenación contemplado en el proyecto consistiría en una verdadera partición o liquidación de la comunidad. De ser así, el artículo 1o estaría entregando competencia a la justicia ordinaria sobre una materia que, de acuerdo al artículo 227 del Código Orgánico de Tribunales, es de arbitraje forzoso. Por consiguiente, ese precepto debería ir en consulta a la Excma. Corte Suprema y aprobarse, en su momento, con el quórum propio de una modificación a la ley orgánica constitucional pertinente.
Otro reparo jurídico versó sobre el artículo 2o -que establece que el procedimiento tendrá siempre el carácter de no contencioso y que cualquier cuestión que se suscite no alterará dicho carácter-, porque vulneraria las normas del debido proceso garantido por la Constitución Política, al no permitir una adecuada defensa de quien promueva alguna cuestión.
Por último, se estimó que el proyecto alteraría los derechos contenidos en los títulos originarios de dominio, afectando el derecho de propiedad de cada uno de los comuneros sobre su cuota.
El tema fue estudiado por la Comisión en la sesión celebrada el 4 de enero pasado, a ,1a que asistió el entonces Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido, y en ella se pudo apreciar que, en efecto, la iniciativa requería un mayor perfeccionamiento jurídico. Se acordó, por ello, con la anuencia del mencionado señor Secretario de Estado, encargarle a esa Cartera un estudio en el cual se hiciera cargo de las observaciones de constitucionalidad surgidas en el seno de la Comisión, a la luz del derecho de propiedad y del derecho a un racional y justo procedimiento que consagran la Carta Fundamental.
En sesión efectuada el 22 de junio, la Comisión examinó pormenorizadamente las disposiciones contenidas en el proyecto en informe, con el valioso aporte de los señores representantes del Ejecutivo, y concluyó que, incorporándole los cambios de orden jurídico necesarios, es idóneo para la consecución de los fines que persigue.
- Por lo expuesto, se acordó en forma unánime aprobarlo en general, por los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Sule.
DISCUSIÓN PARTICULAR
ARTICULO 1o
Estatuye un procedimiento especial de enajenación de los bienes comunes provenientes de la reforma agraria, sin perjuicio de las normas generales sobre la liquidación de las comunidades.
Letra a)
Establece que, a lo menos dos comuneros, o uno que represente un 20% o más del total de los derechos de la comunidad, podrán requerir del Juez de Letras la citación a un comparendo con el resto de los comuneros, a fin de acordar la enajenación del bien común, sea a titulo oneroso o a titulo gratuito.
Deberá adjuntarse a la solicitud un certificado del Servicio Agrícola y Ganadero que acredite la existencia del bien común y la nómina, porcentajes e inscripciones que correspondan a los asignatarios originales de las parcelas con las que fueron asignadas los derechos sobre ese bien.
En la citación deben incluirse todas las proposiciones que se presenten respecto de un mismo bien común, sin perjuicio de lo cual, por acuerdo de la mayoría de los presentes, también pueden tratarse las que se reciban en el lapso comprendido entre la citación y el inicio del comparendo.
La Comisión intercambió opiniones sobre el articulo en comento, coincidiendo sus miembros en que la situación producida respecto de estos terrenos se está convirtiendo en fuente de conflicto, porque hay que considerar que el número de asignatarios originales se ha duplicado o triplicado, incluso por el solo hecho del fallecimiento de algunos de ellos y la creación consiguiente de las comunidades hereditarias. De esta forma, es habitual que sea tan grande el número de comuneros que se dificulte enormemente la concurrencia de todas sus voluntades para obtener la unanimidad que, de acuerdo al Código Civil, se requiere para adoptar decisiones y, en su caso, para poder enajenar tales bienes, lo que sería perfectamente posible, puesto que no existe una indivisión forzada por ley, como ocurre por ejemplo en la Ley de Ventas por Pisos y Departamentos. Se da el caso que muchas veces esos terrenos no están cumpliendo la finalidad común a que fueron destinados, y sería mucho más provechoso si en ellos se construyera una sede social o un club deportivo.
El señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia expuso que esa Secretaría de Estado recabó el parecer, sobre esta materia, del Profesor de Derecho Civil don Carlos Peña González, quien no advirtió reparos jurídicos a este artículo.
Dio a conocer que, en su informe, el señalado Profesor expresó que, en la medida que el propósito del proyecto es instituir un procedimiento para poner fin a la indivisión que resultó de los procesos de asignación de tierras de la reforma agraria, más que alterar el derecho común en la materia, intenta simplemente darle todo su vigor. Agregó que, en efecto, el Código Civil instituye en su artículo 1.317 que nadie puede ser obligado a permanecer en la indivisión, y prescribe a su vez el titulo IX del Código de Procedimiento Civil un procedimiento para la partición de bienes comunes.
Continuó el informe diciendo que el precepto citado del Código Civil se justifica en atención a la facultad de disposición que conlleva el dominio, puesto que ese Código, ciñiéndose a la tradición romana, concibió al propietario proindiviso como un propietario exclusivo respecto de su cuota, y lo dotó del derecho absoluto a pedir la división de la cosa común. En otros términos, el comunero, en concepto de nuestro ordenamiento, es un propietario individual, en lo que atinge a su cuota. Así, cuando el proyecto torna divisibles los bienes a que se refiere no está alterando la tipicidad fundamental del derecho que garantiza el artículo 19, N° 26, de la Constitución, sino que está revistiendo al derecho de los comuneros con esa tipicidad.

Añadió el informe que, entonces, al hacer divisibles las cosas hasta ahora comunes a instancias de quien represente el veinte por ciento o más de los respectivos derechos cuotativos, el proyecto resulta plenamente ajustado al texto de la Constitución. Estimó que lo mismo ha de decirse en cuanto instituye la mayoría absoluta al tiempo de decidir la enajenación especifica, ya que no son extrañas a nuestro derecho modalidades de disposición como las que se encuentran en la partición y en la ley de quiebras, en cuanto a la administración por parte de la junta de acreedores de los bienes del fallido. Tampoco resulta extraño al ordenamiento jurídico otorgar valor al silencio, porque ocurre también en la titularidad del derecho de alimentos y en la purga de la hipoteca, por nombrar algunos casos. Ninguno de estos casos vulneran el derecho de dominio ni las reglas del debido proceso, puesto que se trata de reglas igualitarias que rigen para todos los comuneros por igual, supuesta la entrada en vigencia y el subsiguiente conocimiento de la ley.
Continuando con el análisis de esta letra a), la Comisión evaluó el inciso segundo, que establece que, si la enajenación es a titulo gratuito, sólo podrán ser beneficiadas las personas jurídicas que se señalan. Se discutió la posibilidad de ampliar la enunciación de los posibles donatarios, pero, acogiendo las explicaciones del señor representante del Ministerio de Agricultura, se optó por mantenerla restringida por tratarse de un procedimiento que es excepcional -en la medida que no requiere la voluntad de todos los comuneros-, y que no obsta en absoluto a que los comuneros, por unanimidad, decidan donarlo a otra persona, sea natural o jurídica, diferente de las consideradas allí.
La Comisión, sin embargo, estimó conveniente establecer una prohibición, a fin que los donatarios no puedan efectuar actos que signifiquen la disposición del bien donado, ni tampoco aquellos que supongan desprenderse de su mera tenencia, uso o goce, por un plazo de cinco años. Así fue acordado por los HH. Senadores señores Fernández, Martin y Otero.
Respecto del inciso tercero, la Comisión intercambió pareceres sobre la forma más adecuada de individualizar a los actuales propietarios, a fin de que se emplace al mayor número posible. Para tal efecto, se estimó conveniente contar con la información de que dispone el Servicio de Tesorerías. Por razones de simplificación de los trámites, y a sugerencia del señor representante del Ministerio de Agricultura, se convino que, al recabarse por el interesado la certificación mencionada en este inciso al Servicio Agrícola y Ganadero, éste pida al Servicio de Tesorerías que proporcione el listado de los actuales propietarios de las parcelas, según figuren en las nóminas de deudores que aún tienen cuotas pendientes del saldo previo o de acuerdo a. otros antecedentes que obren en su poder. De esa manera, el interesado hará llegar al tribunal la documentación más actualizada posible sobre los comuneros a quienes se desea citar.
Por las consideraciones expuestas, la Comisión acordó añadir al inciso tercero una disposición en que se exige que el Servicio Agrícola y Ganadero adjunte a su certificado un listado emitido por el Servicio de Tesorerías, donde consten los actuales propietarios de las parcelas con derechos sobre el bien común de que se trate. Votaron los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Sule.
En cuanto al inciso final de esta letra, la Comisión acordó, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Martin y Otero, suprimir la limitante de contar con el acuerdo de la mayoría de los comuneros presentes para poder tratar en el comparendo otras proposiciones, diferentes de las contenidas en la citación y presentadas hasta su inicio. Estimó que pueden tratarse todas aquellas proposiciones que se presenten, incluso durante el comparendo que efectivamente se realice -esto es, el correspondiente a la primera citación si se alcanza el quórum, o a la segunda citación, en caso contrario-, por cuanto, al haber mayor cantidad de ofertas, pueden los comuneros obtener mejores condiciones para la enajenación.
Se introdujeron, además, ligeros perfeccionamientos de redacción en los diferentes incisos por los HH. Senadores señores Fernández, Martin y Otero, lo que explica que, formalmente, se proponga más adelante la sustitución integra de esta letra.
Letra b)
Regula las citaciones a comparendo y los quórum con que los comuneros deben constituirse válidamente para enajenar, en primera y en segunda citación.
Su inciso primero fue objeto de variados comentarios en la Comisión. En él se dispone, en primer lugar, que el juez cite innominadamente a los actuales propietarios que se indiquen en el certificado del Servicio Agrícola y Ganadero, y que la notificación se haga por cédula que se dejará en la parcela correspondiente.
La Comisión aceptó la necesidad, derivada de las múltiples transferencias y transmisiones de dominio de las parcelas que pueden haberse registrado desde la asignación original, de notificar a los actuales propietarios, poniendo como referencia el nombre del asignatario primitivo, pero estimó que, por lo mismo, dicha notificación no es propiamente "innominada".
Respecto, de la modalidad de notificación, consistente en que se deje una cédula en la parcela, coincidió la Comisión en que ella no se ajusta al principio de un racional y justo procedimiento que postula la Constitución Política, en su artículo 19, N° 3, por cuanto desatiende la posibilidad real de que llegue a conocimiento del notificado la acción que se entabla, y quede, por tanto, adecuadamente emplazado. Juzgó que el solo hecho de dejar una cédula en la parcela, que puede estar deshabitada, sin exigir siquiera que se entregue a una persona adulta, deja en la indefensión a quien se pretende notificar.
Por ello, decidió reforzar, a través de diferentes mecanismos, la posibilidad de que el notificado conozca efectivamente la notificación, y otorgar al juez atribuciones suficientes para proceder de acuerdo a las circunstancias de hecho que rodeen a cada caso en particular. Dispuso, al efecto, que la notificación se practique mediante avisos, publicados por dos veces en el diario o, en su caso, en el periódico que determine el tribunal.
Sin perjuicio de la validez de la notificación así realizada, el juez, si lo estima conveniente, podrá ordenar la colocación de carteles en lugares públicos, y entregar una cédula a una persona adulta que se encuentre en la morada que exista en la parcela o, si no fuere posible -por ejemplo, por no existir en ella una casa habitación-, fijarla en un lugar visible del propio bien común cuya enajenación se propone. Desde luego, si fuesen varios los bienes comunes que se pretende enajenar, bastará con colocarla en uno de ellos, donde sea más notorio a juicio del Ministro de Fe interviniente, quien podrá ser un funcionario del Instituto de Desarrollo Agropecuario, que haya sido investido con tal calidad por el Director de ese organismo.
Aprovechó, además, la Comisión, para aclarar que las dos citaciones a comparendo las ordena el juez en la misma resolución, ambas con una fecha y hora cierta y determinada, y la segunda para el evento de que fracase la primera.
Adoptados los resguardos anteriores, no preocupó a la Comisión el apercibimiento al notificado de que su inasistencia al comparendo hará presumir su conformidad con la enajenación. Por el contrario, estimó inconveniente el inciso final de la letra c) siguiente, en orden a que sólo se presuma de derecho esa conformidad si no asiste a la segunda citación, puesto que hace carecer de sentido la fijación de una primera citación. Reflexionó que, si en la primera citación se produce la concurrencia de comuneros que representen el 51% de los derechos en los bienes comunes, debe también operar esa presunción de derecho respecto de los notificados que no concurrieron.

Por lo expuesto, decidió suprimir el inciso segundo de la letra c), y establecer con toda claridad en el inciso en comentario que, si se realizó el comparendo en cualquiera citación, la no concurrencia del comunero, estando debidamente apercibido, hará presumir de derecho su conformidad con la enajenación y con las condiciones que para ésta se acuerden en el comparendo.
En lo que atañe al inciso segundo, la Comisión juzgó que la doble citación a comparendo debe aplicarse tanto para la enajenación a título gratuito como para la que es a titulo oneroso, ya que no se justifica la distinción porque el efecto es el mismo respecto de los derechos de los comuneros. Eliminó, por tanto, en la primera parte del inciso, la mención de que este procedimiento es aplicable sólo a las enajenaciones a titulo oneroso.
La Comisión notó, por último, que la norma propuesta en el inciso final de esta letra, vale decir, la posibilidad que cualquier persona interesada pueda proponer una oferta distinta a la planteada por los comuneros que solicitaron el comparendo, está considerada en el inciso final de la letra a) . Por eso, acordó suprimir este inciso, dejando constancia que lo hacia sólo por razones de técnica legislativa.
Los acuerdos expresados, adoptados por los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Sule, fueron complementados después con otros de carácter formal de los HH. Senadores señores Fernández, Martin y Otero.
Letra c)

Señala el quórum para acordar la enajenación, y ordena que los comuneros que no sean asignatarios originales deben acreditar mediante instrumentos públicos, inscritos en el Conservador de Bienes Raíces, sus derechos en la comunidad.
Para prevenir el caso de que los comuneros no tengan en su poder los instrumentos públicos que acrediten sus derechos, la Comisión -con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Larrain y Sule- prefirió relevarlos de su presentación cuando su nombre aparezca en el listado de Tesorerías acompañado al tribunal cuando se solicitó la citación a comparendo. Si, eventualmente, hubiese contradicción entre ambos documentos, se estará a los instrumentos públicos.
Acordó también la Comisión, con los votos de los HH. Senadores Fernández, Martin y.Otero, dejar constancia que, en la medida que están notificados todos los actuales comuneros, a través de los avisos en el diario o periódico dispuesto .por el tribunal, esta norma habilita su presencia en el comparendo, aún cuando no figuren en la nómina enviada por el Servicio Agrícola y Ganadero ni en el listado de Tesorerías, previa exhibición de los referidos instrumentos públicos.
El inciso segundo, que establecía la presunción de derecho de conformidad con la enajenación de los que no asistan, estando debidamente emplazados, fue suprimido, como se anticipó al reseñar los acuerdos relativos a la letra a). Votaron favorablemente esta eliminación los HH. Senadores señores Fernández, Larrain y Sule.
Letra d)
Consulta el levantamiento de un acta, una vez acordada la enajenación, en el cual debe contemplarse el acuerdo adoptado y las condiciones de la enajenación, y da reglas sobre la escritura pública de enajenación, que suscribirá el juez en representación de la totalidad de los comuneros.
La Comisión le prestó su conformidad, con un solo cambio formal en el inciso primero, relativo al orden de las constancias que deben incluirse en el acta. Lo acordaron los HH. Senadores señores Fernández, Larrain y Sule.
Letra e)
Encomienda al juez, si la enajenación es a titulo oneroso, que perciba el precio y lo distribuya entre los comuneros a prorrata de sus derechos. Quienes no hayan concurrido al comparendo deberán acreditar que su derecho corresponde o deriva del asignatario original para retirar su cuota, lo que podrán hacer durante el plazo de un año desde la fecha de enajenación. Luego de éste, prescribirá el derecho, e ingresarán los remanentes a arcas fiscales.
Le pareció innecesario a la Comisión dar reglas en cuanto a las personas a quienes el juez ha de entregar los valores respectivos, puesto que tendrá que estarse al mérito del proceso y a las pruebas que se le rindan, esto es, en todo caso deberá quedar acreditado el derecho que se invoque.
Por otro lado, y con respecto al destino que debe darse a los fondos no retirados por los comuneros, se estimó que el plazo de un año era excesivamente breve, por lo que acordó aumentarlo a tres, que se contarán -para evitar dudas interpretativas- desde la fecha de la escritura de enajenación, al cabo de los cuales los fondos pasarán a propiedad del Fisco, sin más trámites. Tuvo en cuenta la Comisión, en cuanto a este último aspecto, que una norma similar -referida a los Cuerpos de Bomberos como nuevo titular del dominio- contempla el artículo 85 de la Ley sobre Sociedades Anónimas, respecto de los dividendos y otros beneficios no reclamados por los accionistas dentro del plazo que allí se fija. Los acuerdos fueron adoptados por los HH. Senadores señores Fernández, Martín y Otero.
La Comisión se detuvo, en relación con este precepto, en la opinión reseñada durante la discusión general, relativa a que este proyecto versaría sobre la partición y liquidación de una comunidad.
Al respecto, desechó esta interpretación, toda vez que la partición no es sino la separación o división de una cosa común que tiene por objeto distribuirla entre los comuneros, y la liquidación, a su vez, la cuenta que se forma para la determinación de la suma que corresponde a cada uno de ellos, de acuerdo a sus respectivos derechos.

El proyecto no persigue partir los bienes de la comunidad y liquidarla, lo que es evidente si se piensa que aquélla podrá proseguir sobre otros bienes comunes que no se acuerde enajenar, y que la participación y liquidación son procesos globales, en los que deben considerarse también los eventuales créditos que la comunidad pudiese tener en contra de uno o más comuneros. Su propósito es diferente, y muy específico: enajenar determinados bienes comunes, esto es, transferir su dominio a un tercero, por la voluntad de una mayoría de comuneros y no de la unanimidad de ellos, y, por eso, advierte el artículo 1o que opera sin perjuicio de las normas generales sobre liquidación de comunidades.
En esa medida, otorgarle intervención a la justicia ordinaria, en materias del procedimiento a seguir para tal finalidad, no altera tampoco la regla general de que deben resolverse por árbitros la liquidación de las comunidades y la partición de bienes.
Estamparon constancia, en ese sentido, los HH. Senadores señores Fernández, Larrain y Sule.
Letra f)
Establece que, si la enajenación fuere a título gratuito y hubiere oposición de uno o más comuneros, se valorarán sus derechos, y deberá consignarse el monto respectivo dentro del plazo que fija. Si no se efectúa el depósito, quedará sin efecto el acuerdo de enajenación, y, de realizarse, se suscribirá la escritura respectiva.
Consideró la Comisión que esta regla ampara suficientemente los derechos del comunero disidente, por lo que no le mereció observaciones de fondo, y sólo hizo dos cambios de forma, consistentes en una adecuación de referencia al final de su inciso primero, para concordarlo con la modificación introducida a la letra e), y un ajuste de redacción en su inciso segundo, ambas acordadas por los HH. Senadores señores Fernández, Martin y Otero.

- El artículo fue aprobado por unanimidad, con las modificaciones expresadas en su momento.
ARTICULO 2o
Declara que el procedimiento establecido en esta ley es de carácter no contencioso, y prescribe que ninguna cuestión que se suscite modificará tal carácter, debiendo ser resuelta .por el tribunal de plano, en única instancia.
La Comisión estimó que obraban razones poderosas para desechar aquella parte del articulo que altera las reglas generales en materia de asuntos no contenciosos, específicamente el artículo 823 del Código de Procedimiento Civil, en virtud del cual la oposición de un legítimo contradictor los transforma en contenciosos, porque, en la especie, la supresión de esa posibilidad atentaría contra el derecho constitucional a un justo y racional procedimiento.
El señor representante del Ministerio de Justicia compartió esa apreciación, precisando que el informe del profesor Peña, ya citado, recuerda que la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución entendió que lo racional y justo en el proceso es un conjunto de actos legalmente previstos que permitan conocer la acción, una oportuna defensa y la libre producción de la prueba, características esas que este artículo no sólo omite, sino que impide para el caso que surja un litigio, al declarar que las cuestiones que se susciten no modificarán el carácter no contencioso del procedimiento.
Agrega el informe -señaló- que no es extraño a nuestro ordenamiento, ni tampoco opuesto al precepto constitucional, la existencia de procedimientos no contenciosos que poseen importantes consecuencias patrimoniales, como los de posesión efectiva; pero ellos suponen siempre la posibilidad de litigio sometido a las reglas del derecho común.
La Comisión, después de escuchar las explicaciones dadas por el señor representante del Ministerio de Agricultura, estimó que podrían producirse problemas que justifiquen que el procedimiento se transforme en contencioso, para una acertada resolución sobre los derechos involucrados, los que no quedarían debidamente resguardados por el legislador si éste obligara al tribunal a resolver sobre ellos de plano y en única instancia, como se propone. Consideró, sin ir más lejos, que en el caso de la letra f) del artículo anterior, en que uno o más comuneros se opuso a la enajenación a título gratuito, su derecho será valorado por el juez sobre la base de un informe pericial, pero no se consulta la posibilidad de reclamar de ese monto, a que se traducirá en definitiva su derecho de propiedad.
En atención a esas razones, acordó suprimir la segunda parte del artículo, con el preciso objeto de que el procedimiento quede sometido a las reglas generales del Libro IV del Código de Procedimiento Civil, en cuanto abre la posibilidad de que se transforme en contencioso.
Tomaron el acuerdo anterior los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Sule.
En la siguiente sesión de la Comisión se advirtió la conveniencia de dar reglas especiales, en el sentido de que las cuestiones que se susciten entre los comuneros durante el proceso de enajenación tengan tramitación incidental, y, por su parte, todos aquellos asuntos que surjan, sea que los deduzcan comuneros o terceros, con motivo o en razón de tal enajenación una vez terminada ésta, sean sometidos a juicio sumario, seguido ante el mismo tribunal que conoció la enajenación del bien común. El acuerdo fue adoptado por los HH. Senadores señores Fernández, Martin y Otero.
- Se aprobó por unanimidad, en la forma indicada.
ARTICULO 3°
Dispone que las enajenaciones a titulo gratuito de bienes comunes en conformidad con esta ley no requerirán del trámite de la insinuación y estarán exentos de los impuestos que graven tales actos.
- Sometido a votación, fue aprobado por unanimidad por los HH. Senadores señores Fernández, Larrain y Sule, en los mismos términos propuestos.
ARTICULO 4o
Expresa que los incapaces serán representados por sus representantes legales, los que no requerirán de autorización judicial ni cumplir trámites de cualquier otra índole para actuar por sus representados. Agrega que, si el incapaz no tiene representante legal o éste no comparece, su representación la asumirá de pleno derecho el juez que conoce de la enajenación.

La Comisión, al discutir este articulo, estimó inadecuado que los incapaces sean representados por el juez, quien, en razón de su cargo, no tiene la independencia necesaria para defender adecuadamente los intereses de aquellos, toda vez que podría encontrarse en la situación de que se objete, incluso durante el mismo procedimiento, actuaciones suyas efectuadas en ejercicio de esa representación, lo que lo dejarla inhabilitado. Recordó que, en cambio, existen los defensores públicos, contemplados como auxiliares de la administración de justicia en el Título XI, Párrafo 2, del Código Orgánico de Tribunales, cuya función primordial es precisamente la de representar en juicio los intereses de los incapaces. Por lo anterior, acordó disponer que la representación de incapaces que no tuviesen representante legal, la asuma el defensor público, el que deberá actuar de pleno derecho y en forma gratuita.
- Sometido a votación, fue aprobado por unanimidad, por los HH. Senadores señores Fernández, Martin y Otero, con la modificación mencionada.
ARTICULO 5o
Libera al juez que conozca de la enajenación, en tanto actúe como representante de los comuneros, de las obligaciones de rendir caución y dar cuenta de su gestión, añadiendo que no tendrá más responsabilidad que aquella que se derive de actos dolosos.
Esta norma está relacionada con actuaciones del juez tales como las que se establecen en las letras d), e) y f), inciso final, del articulo 1o, y en el artículo 4o, es decir, la suscripción de la escritura de enajenación y la percepción del precio.
Sobre el particular, la Comisión prefirió mantener las reglas generales.
- Con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Sule, la Comisión, por unanimidad, resolvió rechazar el articulo.
ARTICULO 6o
Excepciona de la aplicación de esta ley la enajenación de aquellos bienes comunes que constituyan caminos, tranques y pozos, respecto de los cuales rigen las reglas generales, salvo que se trate de la donación de caminos al Fisco con el solo objeto de que los afecte al uso público.
- Sometido a votación, resultó aprobado por unanimidad, sin observaciones. Suscribieron la afirmativa los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Sule.
ARTICULO 7o
Establece que sólo pueden ser enajenados para fines deportivos aquellos bienes comunes originalmente destinados a ellos en el proyecto de parcelación, o bien, los terrenos actualmente habilitados para esa finalidad, aún cuando se ubiquen en un lugar distinto del asignado en dicho proyecto.

La Comisión estimó que no se justifica esta restricción, que incursiona en una materia de resolución propia de los comuneros, por lo que acordó suprimir este articulo, en forma unánime. Votaron los HH. Senadores señores Fernández, Larrain y Sule.
ARTICULO 8o
Declara saneado, e inimpugnable, el titulo de los inmuebles adquiridos en conformidad a esta ley.

La Comisión, al estudiar este artículo, cuestionó la circunstancia de que, por la sola inscripción de la escritura pública de enajenación, se repute saneado el título y se prive de toda acción judicial impugnatoria a quienes tenían derecho sobre el bien común. Juzgó que, en los términos en que está concebido, este precepto, que es absolutamente excepcional a nuestro derecho común, no se ciñe a la garantía constitucional que ampara el dominio, en este caso, de los comuneros.
Tuvo presente además la opinión coincidente del Ministerio de Justicia, el cual, en el informe aludido precedentemente, expresa que este articulo resulta inconstitucional por cuanto impide al propietario ejercitar el derecho a poseer ínsito al dominio -ius possidendi-, que en sistemas como el nuestro forma parte esencial de la propiedad y justifica, por ejemplo, la acción reivindicatoría.
Como conclusión de su debate, la Comisión decidió dar una nueva redacción al artículo en comento, estableciendo una norma que compatibilice los intereses del adquirente, de los comuneros y, eventualmente, de otros terceros interesados. Así lo acordaron los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Sule.

Para este efecto, se convino en que la escritura pública de enajenación será justo título, y los interesados podrán interponer todas las acciones que, directa o indirectamente, persigan dejar sin efecto la enajenación, durante el plazo de un año, contado desde la fecha de la inscripción conservatoria, al cabo del cual prescribirán. Estas acciones podrán siempre enervarse mediante la consignación, ante el tribunal, de la parte proporcional del precio que correspondería al interesado, si se hubiese enajenado el bien común a título oneroso, o del valor determinado por el tribunal, en caso de enajenación a título gratuito.

En los términos expresados, la Comisión sustituyó el artículo por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Martin y Otero.
ARTICULO 9o
Permite que la Tesorería General de la República celebre convenios de pago de cuotas morosas provenientes de créditos fiscales de deudores de la ex CORA-ODENA, respecto de los cuales se haya notificado el mandamiento de ejecución y embargo correspondiente.
La Comisión, sin entrar a pronunciarse sobre la conveniencia de la norma propuesta -la cual también suscitó discrepancias entre los integrantes de ella-, estimó que establece una discriminación arbitraria entre los deudores, por lo que afectarla el principio de igualdad ante la ley, garantido por el articulo 19, N°2 °, de la Constitución Política, el cual, en su inciso segundo, determina que ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias.

Reflexionó la Comisión que los deudores morosos lo son por un hecho propio -el incumplimiento de una obligación-, que los coloca en situación de serles exigible el cumplimiento forzado. En este caso el proyecto sugiere favorecer sólo a un tipo de deudores morosos, los que han sido notificados del mandamiento de ejecución y embargo, en perjuicio de otros que no lo han sido, es decir, establece una discriminación por un hecho que no es imputable a los interesados, sino que depende de la mera voluntad de un órgano de la Administración, quien, por una decisión suya, coloca a un deudor -al que notifica- en situación de concederle un beneficio, dejando a otros -aquellos a quienes no hace notificar- en la imposibilidad de acogerse a él.
Se concluyó que, en esos términos, la discriminación entre ambos grupos de deudores morosos no obedece a razones que resulten atendibles constitucionalmente, porque el legislador la dejarla entregada a la libre apreciación de la autoridad administrativa. A mayor abundamiento, la Comisión tuvo presente que el artículo 192 del Código Tributario, que se cita en el Mensaje como el antecedente directo de esta disposición porque también faculta al Servicio de Tesorerías para celebrar convenios con los deudores morosos, no distingue si contra ellos hay iniciado o no procedimiento ejecutivo.

Por las razones expuestas, la Comisión acordó por unanimidad, rechazar el artículo propuesto. Así lo resolvieron los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Sule.

- - - 
En concordancia con los acuerdos adoptados, os proponemos acoger el texto de las HH. Comisiones de Agricultura y de Hacienda, con las siguientes modificaciones:
Articulo 1o Letra 
a)
Reemplazarla por la siguiente:

"a) Dos o más titulares de derechos sobre un bien común de los indicados precedentemente, o quien represente el 20% o más del total de los mismos, podrán recurrir al Juez de Letras que sea competente para solicitar se cite al resto de los comuneros a un comparendo, a objeto que se pronuncien sobre la enajenación del mismo.
En la solicitud deberá indicarse si la enajenación que se propone es a título oneroso o. a titulo gratuito. Si fuere a título oneroso, deberá señalarse el nombre del oferente, precio, forma de pago y demás condiciones de la enajenación.
Las enajenaciones a título gratuito sólo podrán proponerse con fines de beneficio directo para la comunidad que habita en la localidad en que se encuentre el inmueble, o para resolver problemas sociales existentes en ella. La donación sólo podrá hacerse al Fisco, Municipalidades, Iglesias, organizaciones comunitarias constituidas conforme a la ley que las rige y entidades sin fines de lucro. El donatario, durante el plazo de cinco años contados desde la fecha de la escritura de donación, no podrá efectuar acto alguno que importe enajenación o gravamen del bien donado o que permita su goce, tenencia o uso permanente por otras personas naturales o jurídicas.
A la solicitud deberá acompañarse un certificado del Servicio Agrícola y Ganadero que acredite la existencia del bien común, la nómina de los asignatarios originales con derechos sobre dicho bien, con indicación del porcentaje de sus derechos; el número de la parcela con la que fueron asignados tales derechos e inscripción de dominio de la asignación a nombre del asignatario original, si existiere tal antecedente. El Servicio Agrícola y Ganadero adjuntará a su certificado un listado emitido por el Servicio de Tesorerías, en el cual conste el nombre de quienes figuren como actuales propietarios de las parcelas con derechos sobre el bien común a enajenar.
Si se presentaren dos q más proposiciones respecto de un mismo bien común, todas ellas deberán incluirse en la citación. Con todo, en el comparendo podrán oírse y tratarse también, otras proposiciones;"
Letra b)
Sustituirla por la siguiente:
"b) El Juez citará a comparendo para día y hora determinados, en primera y segunda citación, a los actuales propietarios de las parcelas que se indiquen en el certificado del Servicio Agrícola y Ganadero, y en su caso, en el listado del Servicio de Tesorerías, poniendo como referencia el nombre del asignatario original. La notificación se hará mediante dos avisos en el diario o periódico que determine el tribunal, los que deberán publicarse, uno el día 1o y el otro el día 15 del mes. En caso que el periódico que determine el tribunal no se edite en los días señalados, la publicación se hará en la edición más inmediata a esas fechas. En los avisos se deberá indicar el objeto de la citación y señalar que la notificación se hace bajo apercibimiento de presumirse de derecho que la no comparecencia implica una aceptación tácita e irrevocable de proceder a la enajenación del inmueble, en las condiciones que para ésta se acuerden.
Además, el tribunal, si lo estima conveniente y sin que ello afecte a la validez de la notificación establecida en el inciso anterior, podrá ordenar que se fijen carteles durante quince días en los lugares públicos que determine, y se entregue una cédula a cualquier persona adulta que se encuentre en la morada que exista en la parcela correspondiente, y, si esto último no fuere posible, fijarla en algún lugar visible del bien común cuya enajenación se propone. Los carteles y la cédula tendrán el mismo contenido de los avisos. El Juez podrá también disponer que la colocación de carteles y la entrega de la referida cédula se practiquen por funcionarios del Instituto de Desarrollo Agropecuario, a quienes su Director haya conferido la calidad de receptor.
La segunda citación se entenderá hecha, sin necesidad de nueva notificación, para el día y hora que señale la resolución en el evento que, en el comparendo de la primera citación, no se reúna el quórum de comuneros necesario para adoptar acuerdos. Entre la primera y la segunda citación deberá mediar un plazo no inferior a diez ni superior a quince días hábiles. En primera citación, se constituyen válidamente para enajenar los comuneros que representen no menos del 51% de los derechos en los bienes comunes. En segunda citación, se constituyen válidamente para enajenar los comuneros que concurran;"
Letra c)
1)
Reemplazar el punto aparte de su inciso primero por una coma (,), y agregar lo siguiente:

"a menos que estén en el listado de Tesorería a que se refiere el inciso cuarto de la letra a). En caso de disconformidad entre dicho listado y los referidos instrumentos públicos, se estará a estos últimos;"
2)
Suprimir el inciso segundo.
Letra d)
En el inciso primero, reemplazar la frase "se dejará constancia del acuerdo adoptado y de las condiciones de la enajenación." por otra que diga: "se dejará constancia de las condiciones en que se efectuará la enajenación y del acuerdo adoptado."
Letra e)

Sustituir el inciso segundo por el siguiente:
"Las cuotas de precio no retiradas por los comuneros dentro del plazo de tres años, contado desde la fecha de la escritura de enajenación, pasarán a dominio del Fisco, sin más trámite y sin ulterior recurso;"
Letra f)
En el inciso primero, reemplazar la frase "Para retirar sus respectivas cuotas, el o los oponentes deberán atenerse a", por la siguiente:
"Al retiro de las respectivas cuotas se aplicará".
En el inciso segundo, cambiar la expresión "del o los oponentes" por "del o de los oponentes".
Articulo 2o

Sustituirlo por el que se indica a continuación:

"Artículo 2 °. - El procedimiento establecido en esta ley tendrá el de carácter de no contencioso.
Las cuestiones que se susciten entre los comuneros durante el proceso de enajenación se tramitarán en el mismo expediente, en cuaderno separado, no suspenderán el procedimiento principal, y se sujetarán a las reglas de los incidentes. De haberse terminado el procedimiento, toda cuestión que se suscite con motivo o en razón de la enajenación del bien común, será de competencia del tribunal que conoció de ella y se tramitará conforme al procedimiento sumario.".
Articulo 4º
Cambiar la frase final "En el caso que el incapaz no tuviere representante legal o éste no compareciese, su representación la asumirá, de pleno derecho, el juez que conoce de la enajenación.", por la que sigue:

"En el caso que el incapaz no tuviese representante legal, su representación la asumirá, de pleno derecho, y en forma gratuita, el Defensor Público."
Artículo 5º
Suprimirlo.
Artículo 7o
Eliminarlo.
Artículo 8o
Reemplazarlo por el siguiente:
"Artículo 6º.- La escritura pública de enajenación será justo título.
Toda acción que, directa o indirectamente, persiga dejar sin efecto la enajenación del bien común prescribirá en el plazo de un año, contado desde la fecha de inscripción de la respectiva escritura en el Conservador de Bienes Raíces.
Asimismo, toda acción se podrá enervar mediante consignación, ante el tribunal, de la parte del precio del bien que hubiese correspondido al demandante, en caso de venta, o del valor determinado por el tribunal, en caso de donación."
Artículo 9o
Suprimirlo.
En consecuencia, el proyecto de ley quedaría como sigue:
PROYECTO DE LEY:
"Artículo 12.- Sin perjuicio de las normas generales sobre liquidación de comunidades, establécense las siguientes normas especiales de procedimiento para la enajenación de los bienes comunes comprendidos dentro de la asignación individual de predios provenientes de la reforma agraria:

a) Dos o más titulares de derechos sobre un bien común de los indicados precedentemente, o quien represente el 20% o más del total de los mismos, podrán recurrir al Juez de Letras que sea competente para solicitar se cite al resto de los comuneros a un comparendo, a objeto que se pronuncien sobre la enajenación del mismo.

En la solicitud deberá indicarse si la enajenación que se propone es a título oneroso o a titulo gratuito. Si fuere a titulo oneroso, deberá señalarse el nombre del oferente, precio, forma de pago y demás condiciones de la enajenación.

Las enajenaciones a titulo gratuito sólo podrán proponerse con fines de beneficio directo para la comunidad que habita en la localidad en que se encuentre el inmueble, o para resolver problemas sociales existentes en ella. La donación sólo podrá hacerse al Fisco, Municipalidades, Iglesias, organizaciones comunitarias constituidas conforme a la ley que las rige y entidades sin fines de lucro. El donatario, durante el plazo de cinco años contados desde la fecha de la escritura de donación, no podrá efectuar acto alguno que importe enajenación o gravamen del bien donado o que permita su goce, tenencia o uso permanente por otras personas naturales o jurídicas.

A la solicitud deberá acompañarse un certificado del Servicio Agrícola y Ganadero que acredite la existencia del bien común, la nómina de los asignatarios originales con derechos sobre dicho bien, con indicación del porcentaje de sus derechos; el número de la parcela con la que fueron asignados tales derechos e inscripción de dominio de la asignación a nombre del asignatario original, si existiere tal antecedente. El Servicio Agrícola y Ganadero adjuntará a su certificado un listado emitido por el Servicio de Tesorerías, en el cual conste el nombre de quienes figuren como actuales propietarios de las parcelas con derechos sobre el bien común a enajenar.

Si se presentaren dos o más proposiciones respecto de un mismo bien común, todas ellas deberán incluirse en la citación. Con todo, en el comparendo podrán oírse y tratarse también otras proposiciones;

b) El Juez citará a comparendo para día y hora determinados, en primera y segunda citación, a los actuales propietarios de las parcelas que se indiquen en el certificado del Servicio Agrícola y Ganadero, y en su caso, en el listado del Servicio de Tesorerías, poniendo como referencia el nombre del asignatario original. La notificación se hará mediante dos avisos en el diario o periódico que determine el tribunal, los que deberán publicarse, uno el día 1o y el otro el día 15 del mes. En caso que el periódico que determine el tribunal no se edite en los días señalados, la publicación se hará en la edición más inmediata a esas fechas. En los avisos se deberá indicar el objeto de la citación y señalar que la notificación se hace bajo apercibimiento de presumirse de derecho que la no comparecencia implica una aceptación tácita e irrevocable de proceder a la enajenación del inmueble, en las condiciones que para ésta se acuerden.
Además, el tribunal, si lo estima conveniente y sin que ello afecte a la validez de la notificación establecida en el inciso anterior, podrá ordenar que se fijen carteles durante quince días en los lugares públicos que determine, y se entregue una cédula a cualquier persona adulta que se encuentre en la morada que exista en la parcela correspondiente, y, si esto último no fuere posible, fijarla en algún lugar visible del bien común cuya enajenación se propone. Los carteles y la cédula tendrán el mismo contenido de los avisos. El Juez podrá también disponer -que la colocación de carteles y la entrega de la referida cédula se practiquen por funcionarios del Instituto de Desarrollo Agropecuario, a quienes su Director haya conferido la calidad de receptor.

La segunda citación se entenderá hecha, sin necesidad de nueva notificación, para el día y hora que señale la resolución en el evento que, en el comparendo de la primera citación, no se reúna el quórum de comuneros necesario para adoptar acuerdos. Entre la primera y la segunda citación deberá mediar un plazo no inferior a diez ni superior a quince días hábiles. En primera citación, se constituyen válidamente para enajenar los comuneros que representen no menos del 51% de los derechos en los bienes comunes. En segunda citación, se constituyen válidamente para enajenar los comuneros que concurran;
c) El quórum para acordar la enajenación será el del número de comuneros que representen, a lo menos, el 51 % de los derechos en la comunidad. En el comparendo, los comuneros que asistan y que no sean asignatarios originales, deberán acreditar, mediante instrumentos públicos, debidamente inscritos en el Conservador de Bienes Raíces, sus derechos en la comunidad, a menos que estén en el listado de Tesorería a que se refiere el inciso cuarto de la letra a). En caso de disconformidad entre dicho listado y los referidos instrumentos públicos, se estará a estos últimos;
d) Acordada la enajenación, se levantará un acta, en la cual se dejara constancia de las condiciones en que se efectuará la enajenación y del acuerdo adoptado. Esta acta será suscrita por el Juez y por los comuneros que concurran o por el comunero que elijan los concurrentes que representen la mayoría que acordó la enajenación.
El Juez suscribirá la escritura pública de enajenación en representación de la totalidad de los comuneros, individualizando a todos los que asistieron al comparendo y a los ausentes, por el nombre del asignatario original, entendiéndose que esta última individualización comprende también a los actuales propietarios que derivaron el dominio de éstos. La individualización comprenderá, además, la indicación del número de la parcela con la que se asignó los derechos en el bien común.
En esta escritura se insertará la transcripción del acta del comparendo en que se hubiere acordado la enajenación;
e) Si la enajenación fuere a titulo oneroso, el Juez percibirá el precio a nombre de la comunidad y lo distribuirá entre los comuneros a prorrata de sus derechos.

Las cuotas de precio no retiradas por los comuneros dentro del plazo de tres años, .contado desde la fecha de la escritura de enajenación, pasarán a dominio del Fisco, sin más trámite y sin ulterior recurso;
f) Si se hubiere acordado efectuar la enajenación a titulo gratuito con la oposición de uno o más comuneros, el Juez dispondrá que el bien común sea tasado por un perito y, sobre la base de su informe, valorará los derechos de los comuneros que se opongan a la donación. En tal caso y previo a la enajenación, el donante o donatario deberá depositar el valor de los derechos del o los oponentes en la cuenta corriente del Tribunal dentro de los sesenta días siguientes al acuerdo de enajenación, vencido el cual, si éste no se hubiere efectuado, quedará sin efecto el acuerdo de enajenación a titulo gratuito. Al retiro de las respectivas cuotas se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo de la letra anterior.
Efectuada la consignación del valor total de los derechos del o de los oponentes, el Juez procederá a suscribir la correspondiente escritura de enajenación, en la forma indicada en el inciso segundo de la letra d) precedente.
Artículo 2º.- El procedimiento establecido en esta ley tendrá el de carácter de no contencioso.
Las cuestiones que se susciten entre los comuneros durante el proceso de enajenación se tramitarán en el mismo expediente, en cuaderno separado, no suspenderán el procedimiento principal, y se sujetarán a las reglas de los incidentes. De haberse terminado el procedimiento, toda cuestión que se suscite con motivo o en razón de la enajenación del bien común, será de competencia del tribunal que conoció de ella y se tramitará conforme al procedimiento sumario.
Artículo 32.- Las enajenaciones a titulo gratuito de bienes comunes que se efectúen en conformidad con las disposiciones de esta ley, estarán exentas del trámite de insinuación y de los impuestos que graven tales actos.
Artículo 4º .- Los incapaces que tengan interés sobre los bienes comunes actuaran por intermedio de sus respectivos representantes legales, los cuales podrán disponer la enajenación de los derechos de sus representados, en los términos acordados en el comparendo, sin que sea necesario obtener autorización judicial o de cumplir cualquier otro trámite habilitante. En el caso que el incapaz no tuviere representante legal, su representación la asumirá, de pleno derecho y en forma gratuita, el Defensor Público.
Artículo 5º.- Las disposiciones de la presente ley no se aplicarán a la enajenación de aquellos bienes comunes que constituyan caminos, tranques y pozos, respecto de los cuales regirán las normas generales.
Se exceptúa de lo dispuesto en el inciso anterior, la donación de caminos al Fisco con el solo objeto que éste los afecte al uso público, con el carácter de bien nacional de uso público.
Artículo 6º. - La escritura pública de enajenación será justo título.
Toda acción que, directa o indirectamente, persiga dejar sin efecto la enajenación del bien común prescribirá en el plazo de un año, contado desde la fecha de inscripción de la respectiva escritura en el Conservador de Bienes Raíces.
Asimismo, toda acción se podrá enervar mediante consignación, ante el tribunal, de la parte del precio del bien que hubiese correspondido al demandante, en caso de venta, o del valor determinado por el tribunal, en caso de donación.".

-.-.-
Acordado en sesiones de fechas 4 de enero, con la asistencia de los HH. Senadores señores Máximo Pacheco Gómez {Presidente accidental), Sergio Diez Urzúa, Sergio Fernández Fernández y Carlos Letelier Bobadilla; 21 de junio, a la que concurrieron los HH. Senadores señores Sergio Diez Urzúa (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Hernán Larrain Fernández, Anselmo Sule Candia y Adolfo Zaldívar Larrain, y 5 de julio de 1994, con la presencia de los HH. Senadores señores Miguel Otero Lathrop (Presidente accidental), Sergio Fernández Fernández, Ricardo Martin Díaz y Adolfo Zaldívar Larrain.
Sala de la Comisión, a 12 de julio de 1994.

JOSE LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario
